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Según nueva ley 

Estricto control del gasto

• Entidades deben definir objetivos muy claros

Patricia Leitón Q. pleiton@nacion.com  Sábado 8 de septiembre, 2001
De ahora en adelante cuando una entidad pública pida dinero deberá entregar primero las metas que pretende alcanzar con esa plata y, si no las cumple, su máximo jerarca podría ser objeto de sanciones.

Además, la entidad está obligada a dar información al público sobre el avance de sus gastos y la consecución de los objetivos trazados. Las sanciones son variadas, pero pueden ir desde una suspensión hasta el despido del funcionario responsable. 

Así lo establece la nueva Ley de administración financiera y presupuestos públicos aprobada esta semana en segundo debate, la cual implica una transformación de la forma de administrar los fondos públicos.

"La nueva ley permitirá tener un control de cuán eficientemente se está gastando la plata y si se cumplen las metas", resumió el diputado socialcristiano Álvaro Trejos, quien dirigió la comisión que dictaminó el proyecto. 

Las nuevas reglas se aplicarán a la Presidencia, los ministerios, los poderes Legislativo y Judicial, el Tribunal Supremo de Elecciones y las empresas del Estado. 

A las universidades estatales, las municipalidades y la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS) solo se les incluye en la parte que trata sobre las responsabilidades y la obligación de proporcionar la información a los ciudadanos.

Caja única

Para el subtesorero nacional, Adrián Vargas Barrantes, quien trabajó durante varios años en la elaboración del proyecto, uno de los aspectos más importantes de la ley es el fortalecimiento del principio de caja única del Estado, según el cual todos los recursos monetarios que reciben las entidades debe administrarlos un solo responsable.

Es decir, una entidad no puede recibir recursos y utilizarlos directamente sin que pasen por la caja única, tal y como sucede actualmente con el Consejo de Seguridad Vial o el Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, agregó.

Vargas explicó que la medida tiene una implicación importante sobre la deuda interna.

Actualmente, dijo, una entidad puede recibir fondos y no pasarlos a la caja única. En su lugar la institución puede comprar títulos del gobierno por los cuales el Estado tiene que pagarle intereses, lo cual atiza el problema de la deuda interna. La nueva medida ayudará a bajar el gasto por rendimientos, opinó.

Dinero y bienes

Otro de los alcances importantes, según coincidieron Trejos y Vargas, es el concepto de "programación de la ejecución presupuestaria".

Eso implica que las entidades deberán fijar las fechas en que necesitan los recursos, para que se haga el desembolso.

Actualmente, dijeron, se maneja el concepto de entrega por "doceavos", es decir, cada mes del año se gira la doceava parte del presupuesto.

Sin embargo, comentó Trejos, algunas veces las entidades reciben el dinero antes de utilizarlo en la obra o el servicio para el cual lo requieren, por lo que el cambio permitirá un uso más oportuno de los fondos públicos.

También se espera un mejor aprovechamiento de los bienes del Estado.

Actualmente, indicó Trejos, no hay un inventario completo de los activos del Estado, como terrenos, edificios y mobiliario.

Con la nueva ley la Proveeduría General de la República se convierte en la Dirección General de Administración de Bienes y Contratación Administrativa, y será la entidad que defina las políticas de administración de las propiedades, de las cuales tendrá que hacer un inventario.

Costo por unidad

Y sobre el dinero que el sector público adeuda, la ley establece que debe definirse una política clara. Actualmente, comentó Vargas, existen límites, pero no una política de endeudamiento.

Otro concepto importante, añadió Trejos, es el de "costo unitario" de servicios.

"La idea es que exista claridad de cuánto cuesta cada kilómetro de carretera que hace el Gobierno, cada aula, cada almuerzo en los comedores escolares, para ver si es razonable y más bajo que el beneficio que recibe el usuario", explicó el diputado.

Para el exministro de Hacienda, Francisco de Paula Gutiérrez, la nueva ley "nos acerca a tener un mejor rendimiento de cuentas". No fue posible consultar a los exministros de Hacienda Thelmo Vargas, Federico Vargas y Fernando Herrero. 

La ley se prondrá en práctica en forma pogresiva y afectará el plan de gastos del 2003.

Ejemplos de sanciones

Según la nueva Ley de administración y presupuestos:
Si un ministro incumple total o parcialmente, de forma injustificada, las metas señaladas en los proyectos, programas y presupuestos, podría ser sancionado.

"En tal caso la Contraloría General de la República informará de esta situación al órgano al que le corresponda valorar las responsabilidades procedentes, así como a la Asamblea Legislativa, para el ejercicio de sus funciones de control", señala el texto. 

Para los funcionarios públicos que incumplan los procedimientos de contratación, usen fondos públicos con fines distintos a los que establece la ley, autoricen gastos "manifiestamente innecesarios, exagerados o superfluos" o se aparte de las normas técnicas y los lineamientos en materia presupuestaria y contable emitidos por los órganos competentes, entre otros, podrían recibir una sanción administrativa como: amonestación escrita, una amonestación que se publique en La Gaceta, suspensión sin goce de salario o destitución sin responsabilidad patronal.

Quienes copien o alteren sin permiso información, programas o bases de datos de uso restringido podrían enfrentar de uno a tres años de cárcel, pues se crea el delito informático.
